
Cronología de los hechos 

Informe de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación 2011
525

CAPÍTULO III

Anexos relevantes
sobre los hechos principales



Cronología de los hechos 
Informe de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación 2011

526



Cronología de los hechos 
Informe de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación 2011

527

1.  
Marco metodológico

de la selección de anexos

La CVR a través del proceso de investigación y recopilación de información ha logrado organizar un archivo 
bastante completo, integral y actualizado1 sobre el golpe de Estado del 28 de junio de 2009, el cual está cons-
tituido por archivos físicos, electrónicos y audiovisuales. 

1.1. Sistema de archivos

1.1.1.  Archivo físico 

  El archivo físico consta aproximadamente de más de 50,000 folios con información de institu-
ciones públicas y organizaciones privadas, el cual se encuentra constituido principalmente por los 
siguientes documentos:

Poder Ejecutivo

a. 152 decretos ejecutivos emitidos del año 2006 al año 2009
b. 13 actas de sesiones del consejo de ministros correspondientes a los años 2009, 2010 y 2011
c.  22 acuerdos ejecutivos y actas notariales de los años 2006 a 2009
d. 41 documentos, informes, opiniones, planes y otros entregados por la Secretaría de Defensa 

Nacional
e. 79 documentos, memorándums, circulares, informes, cuadros y otros provenientes de la Se-

cretaría de Seguridad
f. 129 oficios, informes, comunicaciones, resoluciones y otros documentos provenientes de la 

Secretaría de Relaciones Exteriores

1 Ver apéndice metodológico No.1, tomo I del Informe final de la CVR, en el cual se detalla cómo trabajó la Unidad de Información.
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g. 24 archivos entregados por la Secretaría de Finanzas y que comprenden decretos legislativos, 
reportes financieros, políticas públicas, informes, movimiento de cuentas, presupuestos, entre 
otros

h. 12 boletines estadísticos, memorias anuales, cuadros, resúmenes ejecutivos y programa mone-
tario proporcionados por el Banco Central

i. 17 documentos, informes, opiniones y otros de la Procuraduría General de la República
j. 7 informes del Grupo Interinstitucional de Derechos Humanos
k. 6 archivos presentados por la Empresa Hondureña de Telecomunicaciones contentivos de 

análisis y reporte de la ejecución presupuestaria, listado de leyes y decretos aprobados y dero-
gados e informes de gestión y logros de la empresa

l. 13 memorias anuales, listado de frecuencias, estados de ejecución presupuestaria y reportes de 
procesos legales suministrados por la Comisión Nacional de Telecomunicaciones

m. 16 documentos procedentes de la Empresa Nacional de Energía Eléctrica que muestran  la 
matriz energética existente en el país, la evolución de la oferta, demanda, costos y pérdidas de 
energía, subsidios, la mora existente, ejecución anual y otros

n. 17 reportes de titulación de tierras, tierras adquiridas, presupuestos ejecutados, mora agraria, 
informes de ejecución y de logros, decretos y demás documentos de interés, pertenecientes al 
Instituto Nacional Agrario

o. 14 informes de logros, reportes de ejecución presupuestaria, evaluaciones institucionales, re-
súmenes de ejecución de proyectos y otra información relevante que corresponden al Instituto 
de Conservación Forestal

p. Informe presentado por el Banco Nacional de Desarrollo Agrícola y que contiene listado de 
préstamos otorgados, mora crediticia por rubro, tasas de interés, destino de los tractores dona-
dos al Estado, ejecución presupuestaria por año de enero de 2006 a junio de 2009 y de junio 
de 2009 a enero de 2010

q. 4 documentos que contienen las áreas de extracción, cuadro de expedientes concesionados 
2006-2010, exportaciones 2004-2009, así como la identificación de impactos sociales y am-
bientales, entregados por la Dirección Ejecutiva de Fomento a la Minería

Poder Judicial

196 expedientes de la Corte Suprema de Justicia relativos a violación de derechos humanos, re-
cursos de exhibición personal, recursos de amparo, corrupción, delitos contra la administración 
pública y contra la seguridad del Estado y de índole administrativa.

Poder Legislativo

  129 actas de las sesiones correspondientes a los años 2006, 2007, 2008 y 2009; y 80 archivos que 
constituyen mociones, proyectos de decreto, manifestaciones, dictámenes, opiniones, discursos, 
entre otros,  presentados por el Congreso Nacional de la República.

  Otros entes del Estado

a. Presentación de 69 casos en materia de derechos humanos y corrupción que se encuentran 
en proceso de investigación o que ya han sido judicializados, 11 informes y reportes de las 
denuncias recibidas clasificadas de acuerdo a su materia, origen o estado y 5 cuadros de de-
nuncias que demuestran la etapa de investigación, entregados por el Ministerio Público

b. 81 documentos entregados por el Tribunal Supremo Electoral referidos al proceso electoral de 
2009

c. 16 informes del Tribunal Superior de Cuentas
d. 7 informes, presentación de casos, entrevistas y otros procedentes del Comisionado Nacional 

de los Derechos Humanos
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  Otros documentos relevantes

a. 91 ejemplares del Diario Oficial La Gaceta correspondientes a los años 2009 y 2010
b. 86 ejemplares del periódico Poder Ciudadano editados en los años 2008 y 2009
c. Informes sobre situación de derechos y seguimiento de casos representativos de violación a 

derechos humanos presentados por la Corte Suprema de Justicia, Comisionado Nacional 
de los Derechos Humanos, Secretaría de Relaciones Exteriores, Grupo Interinstitucional de 
Derechos Humanos, Congreso Nacional de la República, Ministerio Público, Secretaría de 
Justicia y Derechos Humanos, Secretaría de Seguridad y Programa de Derechos Humanos de 
la Corte Suprema de Justicia

d. 76 archivos personales que les fueron entregados al grupo de expertos internacionales en 
materia de derechos humanos y que consisten en expedientes, denuncias, testimonios, decla-
raciones y otros documentos de interés proporcionados por las autoridades, familiares y vícti-
mas de violaciones a derechos humanos durante las giras realizadas por los 13 departamento 
del país. 

  Organizaciones de sociedad civil y organismos internacionales

  Estudios, informes, libros y otra clase de documentos entregados por organismos internacionales 
y organizaciones de la sociedad civil. 

1.1.2  Archivo digital

  Además, de los archivos físicos, existe el archivo digital, el cual está conformado por la copia 
electrónica de cada archivo físico y una serie de documentos de relevancia nacional que se han 
recabado de las principales páginas web de las organizaciones nacionales e internacionales, medios 
de comunicación electrónicos, así como de organismos internacionales. 

1.1.3 Presentación de los documentos

  Para garantizar la integridad de la información, los documentos que conforman la sección de 
anexos se presentan en el mismo estado que han sido recibidos, sin retocarlos u modificarlos, con-
servando las imperfecciones de origen (borrones, tachaduras, anotaciones a mano, sombras, etc.). 

1.1.4.  Criterios utilizados para la selección del material 

  Dada la gran cantidad de información y lo limitado del espacio para incluirla en la versión im-
presa de este tomo, se necesitó seleccionar el material a publicar, para lo cual se utilizaron los 
siguientes criterios:
a. Los documentos de anexo deben complementar, ilustrar e ir en consonancia con la informa-

ción ofrecida en los capítulos que integran el tomo I del Informe de la CVR
b. Cada documento debe ser pertinente con el tema que se relaciona
c. Cada documento debe provenir de una fuente oficial para garantizar su legitimidad
d. Se dio preferencia a los documentos que, aunque poseen un carácter público, no son de fácil 

acceso para la ciudadanía en general.

  Por razones de transparencia y con el objetivo de fomentar e incentivar los estudios y análisis sobre 
este período histórico vivido en Honduras, la CVR hará pública toda la documentación existente 
en sus archivos, pero que no esté clasificada como reservada, a través de su sitio web. Además, para 
facilitar la búsqueda y localización de la información, se acompañará el catálogo de categorización 
de la información según la fuente y línea de investigación (consta de 850 páginas).
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1.2.  Marco metodológico de la recopilación de videos y documentales

La Comisión de la Verdad y la Reconciliación (CVR) llevó a cabo un plan de recopilación de infor-
mación audiovisual como parte del trabajo complementario dentro de las líneas de investigación, fue 
así que se inició el trabajo de recolectar todo el material noticioso y videos relacionados con la crisis 
del 28 de junio de 2009.
Esta labor se desarrolló por varias vías. Primero mediante la solicitud a los diferentes noticieros de 
televisión de todo el material que la CVR consideró a bien solicitar; en segundo lugar, por medio de 
búsquedas en internet de noticias o videos relacionados, principalmente de medios internacionales. 
Además, se recibió material de organizaciones que compartieron sus archivos con la Comisión. 

Al finalizar este proceso y para completar la recolección, se solicitó material específico clasificado por 
fechas y eventos  a la empresa de Servicios Especiales de Comunicación (SEPROC).

A medida que el material llegaba a las oficinas de la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, este se 
almacenaba en el servidor Hibueras,2 teniendo de esta forma una copia física y una en versión digital, 
además de documentar sus contenidos para tener un mejor control de todo lo que se guardaba. Tanto 
los discos compactos como los videos en su versión digital, sirvieron inicialmente como material de 
consulta para los consultores y los comisionados de la CVR y, posteriormente, los casi 500 videos 
serán de uso público luego de la entrega del Informe final.

También se llevó un registro de todos los testimonios de personas claves (40 en total), quienes tu-
vieron a bien que se dejaran constancia, tanto en audio como en video, de su reunión con los comi-
sionados, así como el registro de las visitas a los 18 departamentos de Honduras (25 ciudades). Este 
registro fue almacenado también en el servidor Hibueras y será parte de la información pública que la 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación dejará al pueblo hondureño.

Al final, se cuenta con cerca de 1,200 videos de antes, durante y después de la crisis de 2009, con testi-
monios de actores claves, con noticias relacionadas con el trabajo de la CVR y con todos los videos de 
las visitas de los comisionados al interior del país. A esto se agregan más de 3,800 fotografías tomadas 
durante las diferentes actividades, jornadas y entrevistas. 

De todo lo anterior existe una copia de seguridad de los archivos originales y también una copia en 
formato digital que está almacenado en el mismo lugar donde se encuentra toda la información de la 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación.

 
1.3.  Anexos principales seleccionados

 1.3.1. Referencias especiales
Crimenes de lesa humanidad
Roberto Micheletti Baín
Memorandum  sobre acciones de la OEA con respecto al golpe de Estado del 28 de junio de 
2009 en la República de Honduras 

1.3.2 Proyecto de consulta o encuesta popular 
Decreto ejecutivo PCM-05-2009
Decreto ejecutivo PCM-019-2009
Decreto ejecutivo PCM-020-2009

2 Servidor principal de red de la CVR.
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Sentencia interlocutoria del Juzgado de Letras de lo Contencioso Administrativo sobre la 
cuestión incidental de suspensión del acto impugnado en la demanda ordinaria contra el 
decreto ejecutivo PCM-05-2009 (consulta popular)
 Sentencia aclaratoria del Juzgado de Letras de lo Contencioso Administrativo sobre la 
cuestión incidental de suspensión del acto impugnado en la demanda ordinaria contra los 
decretos ejecutivos PCM-05-2009 y PCM-020-2009 (consulta y encuesta popular)
Opinión de la Auditoría Jurídica Militar del 27 de abril de 2009 sobre la posible partici-
pación de las FF.AA. en la cuarta urna
Opinión de la Auditoría Jurídica Militar del 1 de junio de 2009 sobre la posible partici-
pación de las FF.AA. en la encuesta de opinión popular
Opinión de la Auditoría Jurídica Militar del 4 de junio de  2009 sobre la posible partici-
pación de las FF.AA. en la encuesta de opinión popular
Resolución del Juzgado de Letras de lo Contencioso Administrativo en el que ordena a las 
FF.AA. el inmediato decomiso e incineración del material para la encuesta popular
Circular SGRH-018-2009-prohibición a los empleados de dicha Secretaría de participar en 
la encuesta nacional
Informe del comandante Luis Javier Prince sobre los hechos ocurridos en la Fuerza Aérea el 
25 de junio de 2009  
Declaratoria de ilegalidad de la encuesta popular por parte del TSE, orden de denunciar los 
hechos y acta especial de comiso de material electoral

1.3.3. Expediente V.P. 01-2009, juicio contra el presidente de la república José Manuel Zelaya Ro-
sales, por los delitos contra la forma de gobierno, traición a la patria, abuso de autoridad y 
usurpación de funciones en perjuicio de la administración pública y el Estado de Honduras

Requerimiento fiscal de fecha 25 de junio de 2009, contra el presidente de la república José 
Manuel Zelaya Rosales
Acta de la sesión del pleno de magistrados de la CSJ donde se nombra como juez natural al 
magistrado José Tomás Arita Valle 
Auto de admisión del requerimiento fiscal por parte de la CSJ
Orden de captura contra el presidente José Manuel Zelaya
Orden de allanamiento del domicilio del presidente José Manuel Zelaya
Acta de aceptación por parte del juez ejecutor
Informe presentado por el juez ejecutor sobre allanamiento practicado

1.3. 4 Proceso de separación del cargo de José Manuel Zelaya como presidente de la república
Moción del diputado Ramón Velásquez Nazar del 25 de junio de 2009 para que se nombre 
una comisión especial que investigue las actuaciones del presidente Zelaya
Fragmento del acta No. 30 del Congreso Nacional, del 28 de junio de 2009. Sesión en la 
separa de su cargo al presidente José Manuel Zelaya y se nombra a Roberto Micheletti Baín 
en su lugar
Supuesta carta de renuncia del presidente José Manuel Zelaya
Primera página y parte conclusiva del dictamen del peritaje de la supuesta carta de renuncia 
del presidente José Manuel Zelaya practicado por el Ministerio Público
Diario Oficial La Gaceta, Decreto 141-2009, separación de José Manuel Zelaya como presi-
dente de la república 
Moción del diputado Ricardo Rodríguez, del 2 de diciembre de 2009, para ratificar en todas 
y cada una de sus partes todo lo actuado en la sesión del CN del 28 de junio de 2009 
Recurso de amparo interpuesto por Bertha Oliva a favor del presidente José Manuel Zelaya
Auto de la Sala de lo Constitucional donde se acumulan todos los recursos de amparo
Resolución de la Sala Constitucional sobre recursos de amparo a favor del presidente José 
Manuel Zelaya 
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1.3.5. Expediente No. V.P. 01-2010, contra la junta de comandantes de las Fuerzas Armadas por el 
delito de abuso de autoridad en perjuicio de la administración pública y por el delito de expa-
triación en perjuicio de la seguridad interior del Estado

Requerimiento fiscal contra Romeo Vásquez Velásquez, Luis Javier Prince, Juan Pablo Ro-
dríguez, Venancio Cervantes Suazo, Carlos Antonio Cuellar, Miguel Ángel García Padgett, 
por el delito de abuso de autoridad en perjuicio de la administración pública y por el delito 
de expatriación en perjuicio de la seguridad interior del Estado
Oficio No. 2174 de la junta de comandantes al fiscal general en el cual aceptan responsabi-
lidad por expatriación del presidente José Manuel Zelaya
Nota del secretario del Estado Mayor Conjunto dirigido al fiscal de Defensa de la Consti-
tución, informando sobre las decisiones tomadas por la junta de comandantes el 28 de junio 
de 2009
Oficio enviado por la Dirección General de Aeronáutica Civil al fiscal de Defensa de la Con-
stitución, con el itinerario de la aeronave que transportó al presidente Zelaya a la República 
de Costa Rica
Oficio enviado por la Dirección General de Aeronáutica Civil al fiscal de Defensa de la 
Constitución, con la descripción de la aeronave que transportó al presidente Zelaya a la 
República de Costa Rica
Fragmento de audiencia inicial de declaración de testigo protegido A y testigo protegido B, 
sobre viaje en el que se expatrió al presidente Zelaya hacia Costa Rica
Motivación y parte dispositiva de la sentencia dada mediante la cual el juez natural dictó 
sobreseimiento a favor de la junta de comandantes

1.3.6.  Proceso electoral 2009
Relación cronológica del proceso electoral 2009
Listado de organizaciones nacionales e internacionales que participaron como observadores 
en elecciones generales 2009

 1.3.7.  Supuestas situaciones de corrupción
Informe del TSC 005-2009-DASSJ-SSEG-A, sobre el caso de los L. 40,000,000.00 millones
Informe del TSC 009-2009-DASSJ-PRB, sobre gastos personales realizados por el presidente 
de la república
Informe del TSC 011-2009-DASSJ-SDP-B, sobre el caso de L. 27,000,000.00 millones 
para publicidad
Informe del TSC 001-2009-DAI-FHIS, sobre gastos de publicidad por L.30,000,000.00
millones
Informe especial No.OH-2009-DASSJ-SPP-C del TSC sobre los retiros de cuenta de moneda 
extranjera a favor de la Secretaría de Seguridad desde enero de 2006 a junio de 2009 
Acta de inspección del allanamiento practicado en la Secretaría de la Presidencia y en otros 
lugares después del golpe de Estado
Informe de la Fiscalía contra la Corrupción de investigaciones archivadas por estar cubiertas
por el decreto de amnistía 2-2010
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2.1
Referencias especiales

2.1.1 Crímenes de lesa humanidad
2.1.2 Roberto Micheletti Baín
2.1.3  Memorandum  sobre acciones de 

la OEA con respecto al golpe de 
Estado del 28 de junio de 2009 

 en la República de Honduras
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2.1. Crímenes de lesa humanidad1

Conclusiones del equipo de expertos en derechos humanos del PNUD 

En virtud de que la Fiscalía de la Corte Penal Internacional ha iniciado un examen sobre estos acontecimientos y 
las denuncias sobre los mismos, y que actualmente se encuentra en el estadio de admisibilidad, los comisionados con-
sideramos que nos corresponde a la CVR expedirse en esta materia. Sin embargo, hemos creído necesario compartir 
con al ciudadanía la integralidad de la evaluación de los expertos, sobre este tema de crímenes de lesa humanidad:

Introducción2

El Estado de Honduras ratificó el Estatuto de la Corte Penal Internacional (CPI) en 2002, convirtiéndose en 
Estado parte de la CPI y sometiéndose a su jurisdicción. La CPI se estableció, según dispone el preámbulo de 
su Estatuto, para “poner fin a la impunidad” por “los crímenes más graves de trascendencia para la comuni-
dad internacional en su conjunto”.3 Su competencia material incluye actualmente los crímenes de genocidio, 
crímenes de lesa humanidad, y crímenes de guerra, según las definiciones de los artículos 6, 7 y 8 del Estatuto 
de la CPI. 

La CPI se rige por el principio de complementariedad de manera que sólo habrá de intervenir si el Estado que 
tiene la primacía jurisdiccional no cumple con su obligación de investigar los crímenes mencionados por falta 
de capacidad o voluntad (art. 17 del Estatuto, “Cuestiones de admisibilidad).

El Decreto de amnistía promulgado por el Congreso Nacional el 27 de enero de 2010 establece que “No que-
dan comprendidas en este Decreto […] los delitos de lesa humanidad y violación de los Derechos Humanos.”4

El 30 julio 2009 el Presidente Zelaya anunció públicamente la presentación de una comunicación ante la 
CPI acusando a diversas autoridades civiles y militares por su deposición y ciertos hechos de violencia subsi-
guientes. El Presidente justificó la iniciativa por ser Honduras Estado parte de la CPI, y porque a su juicio la 
CONADEH, Ministerio Público y judicatura se habían negado a reconocer que se había dado un golpe de 
Estado. Este anuncio incluía los nombres de doce presuntos responsables de alto nivel.5 

El 7 de agosto 2009 la “Misión internacional de observación sobre la situación de los derechos humanos en 
Honduras” solicitó públicamente al Fiscal de la CPI “iniciar las posibles diligencias conducentes a una inves-
tigación penal” por un crimen de lesa humanidad de persecución política.6

El 24 de septiembre 2009 la FIDH (Federación Internacional de Derechos Humanos) y la APDHE (Asocia-
ción pro Derechos Humanos de España) comunicaron al Fiscal de la CPI una solicitud similar. Estas orga-
nizaciones alegaron “Que el estado de derecho en Honduras ha colapsado con el golpe de Estado” y “que los 
principales órganos de investigación y juzgamiento, la Fiscalía General de la Nación y la Corte Suprema de 
Justicia, se han involucrado al más alto nivel jerárquico con el golpe de Estado y, estarían involucrados en el 

1  Ver Estatuto de la CPI http://www.icc-cpi.int/NR/rdonlyres/ADD16852-AEE9-4757-ABE7-9CDC7CF02886/140177/Rome_Statute_Spanish.pdf . 
2  Decreto No 2-2010, art. 1., publicado Gaceta No. 32,129 del 2 de febrero de 2010.  
3  Ver el informe final de la misión http://cejil.org/sites/default/files/Mision%20Internacional%20de%20Observacion%20-%20Informe%20Final.pdf . La misión 

estaba compuesta por representantes de 15 organizaciones no gubernamentales de diferentes países.  
4  Ver http://www.fidh.org/Ante-el-regreso-del-Presidente-Zelaya-a-Honduras y  http://www.cedoh.org/documentacion/articulos/files/Comunicado%20Ze-

laya.pdf . Ver texto completo de la comunicación de FIDH y APDHE en http://hondurascontraelgolpedeestado.blogspot.com/2009/10/comunicacion-para-
que-se-investigue-y.html .

5  Ver información oficial de la Fiscalía de la CPI http://www.icc-cpi.int/Menus/ICC/Structure+of+the+Court/Office+of+the+Prosecutor/Comm+and+Ref/Hon-
duras/ . También se encuentran bajo examen preliminar del Fiscal de la CPI las situaciones de Colombia, Afganistán, Costa de Marfil, Nigeria, Korea, Georgia 
y Palestina.

6  Ver Policy Paper on Preliminary Examinations de la Fiscalía de la CPI (borrador) http://www.icc-cpi.int/NR/rdonlyres/E278F5A2-A4F9-43D7-83D2-6A2C-
9CF5D7D7/282515/OTP_Draftpolicypaperonpreliminaryexaminations04101.pdf  
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crimen de persecución política que se denuncia, tanto por acción como por omisión deliberada –comisión por 
omisión- donde se ha faltado a su deber de garantes”. La alegación incluía los nombres de catorce presuntos 
responsables de alto nivel. 7

El CODEH (Comité para la Defensa de los Derechos Humanos en Honduras) también ha calificado el pa-
trón de violaciones como un crimen de lesa humanidad de persecución política a la luz de la definición del 
Estatuto de la CPI, artículo 7-1-h.

El 18 de noviembre 2010 el Fiscal de la CPI hizo público que “la Fiscalía ha recibido muchas comunicaciones 
sobre crímenes relacionados con el golpe de junio de 2009” y había decidido someter la situación de Hondu-
ras a su examen preliminar. El Fiscal de la CPI sólo adopta este tipo de decisión preliminar si considera que se 
han podido cometer crímenes dentro de la jurisdicción de la CPI.

Análisis del tipo penal 

El artículo 7-1-h del Estatuto de la CPI define el crimen de lesa humanidad de persecución política en los 
siguientes términos:

“1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera de 
los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil y con conocimiento de dicho ataque: […] h) Persecución de un grupo o colectividad 
con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, 
de género definido en el párrafo 3, u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables 
con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente pá-
rrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte;”
El artículo 7-2 precisa adicionalmente las siguientes definiciones:
”a) Por “ataque contra una población civil” se entenderá una línea de conducta que implique la comi-
sión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con 
la política de un Estado o de una organización de cometer ese ataque o para promover esa política; 
[…] g) Por “persecución” se entenderá la privación intencional y grave de derechos fundamentales 
en contravención del derecho internacional en razón de la identidad del grupo o de la colectividad”.!

A partir de su definición legal, deben analizarse los diferentes elementos del tipo penal:

Elementos contextuales de todo crimen de lesa humanidad

�� “Contra una población civil” – Positivo. Las víctimas no eran miembros de ningún grupo o fuerza 
armada, se trataban de ciudadanos civiles. Con respecto al contexto de orden público, la violencia 
utilizada por el Estado fue completamente injustificada o notoriamente desproporcionada. En algu-
nos casos miembros de la oposición al gobierno de facto hicieron uso de violencia, pero se trató de 
acciones relativamente menores que no desvirtúan la condición civil de la población que se movilizó 
contra el gobierno de facto (ver análisis detallado de supuestas causas de justificación caso por caso 
en capítulo 3). No es aceptable que ciertas autoridades justifiquen el uso de la violencia contra la 
oposición por la existencia de una supuesta situación de inestabilidad, pues tal inestabilidad habría 
sido provocada por sus propias actuaciones el 28 de junio, o como indica la jurisprudencia clásica, 
nemo auditur propriam turpitudinem allegans (a nadie se ha de escuchar alegando su propia maldad).

7  Para la interpretación de los diferentes tipos penales de la CPI puede consultarse el documento Elementos de los Crímenes http://www.icc-cpi.int/NR/
rdonlyres/15157C68-85AE-4226-B41A-C6F6E6E21026/0/Element_of_Crimes_Spanish.pdf. Para el pronunciamiento más reciente de jueces de la CPI exami-
nando alegaciones de crímenes de lesa humanidad ver la decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares II de 31 marzo 2010 Decision Pursuant to Article 15 
of the Rome Statute on the Authorization of an Investigation into the Situation in the Republic of Kenya http://www.icc-cpi.int/menus/icc/situations%20
and%20cases/situations/situation%20icc%200109/court%20records/chambers/pretrial%20chamber%20ii/19?lan=en-GB . 
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�� “Ataque generalizado o sistemático” – Positivo, tanto para “generalizado” como para “sistemático”. 

Las violaciones tuvieron como resultado varios miles de detenciones ilegales, entre 20 y 56 muertes, 
decenas de casos de tortura, varias violaciones sexuales y agresiones contra diversos medios de comu-
nicación, cometidas en diferentes departamentos por todo el país durante un período de al menos 
siete meses, entre el 28 de junio de 2009 y el 27 de enero de 2010 (ver casos y estimaciones para 
diferentes violaciones en capítulo 3). 

Las violaciones también fueron sistemáticas, resultado de planeamiento operativo y ejecución metó-
dica utilizando principalmente jerarquías convencionales de policía y ejército, con un objetivo común 
unificador de reprimir la oposición al gobierno de facto. Las autoridades implicadas movilizaron y 
coordinaron abundantes medios materiales de las instituciones del Estado, incluyendo armamento 
reglamentario, sistemas de transportes y comunicaciones, miles de funcionarios, y el presupuesto e 
instalaciones del Estado. La Policía Nacional y las Fuerzas Armadas en particular actuaron coordina-
damente en las principales operaciones de detención y represión de manifestantes. No se han identi-
ficado unidades dentro del ejército o policía particularmente notorias en la ejecución de violaciones. 
Hay indicios de la existencia de operativos clandestinos que llevaron a cabo asesinatos de activistas 
opuestos al golpe (ver sección 3.1). La información disponible no permite discernir si se trata de uni-
dades organizadas de manera estable dentro de la policía o el ejército para estas tareas, u operativos de 
respuesta específicos, o actuaciones de sicarios reclutados al efecto.

�� “Comisión múltiple de actos mencionados en párrafo 1” – Positivo. Se cometieron múltiples actos de 
“Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de 
derecho internacional”, tortura, tratos crueles, inhumanos o degradantes (malos tratos por parte de la 
policía), persecución y violación sexual (7-1-e, f, g, h, k).  

�� “Política de un Estado” – Positivo. Las violaciones fueron resultado de una política dictada por el 
más alto nivel de las autoridades del Estado (Presidente de facto, alto mando de Policía y Fuerzas 
Armadas) para reprimir la oposición al gobierno de facto mediante detenciones, cierre de medios de 
comunicación y otras formas de violencia que fueron explícitamente ordenadas o resultado previsible 
de la política general de represión. Los Decretos Ejecutivos de 30 de junio y 22 de septiembre (N. 
011-2009 y PCM-M-016-2009) restringieron derechos fundamentales y provocaron las acciones de 
represión de la Policía Nacional y Fuerzas Armadas. Muertes y torturas eran un resultado previsible 
de la política general de represión contra la oposición política, así como de las condiciones sistémicas 
de impunidad y encubrimiento amparadas por el Estado. 

�� “Con conocimiento de dicho ataque” – Positivo. La existencia del ataque contra la población civil 
opuesta al golpe era fácilmente cognoscible para todos los partícipes, a la vista de las directrices polí-
ticas generales, la escala de las operaciones, el abundante flujo de información en medios públicos e 
internos, y las reiteradas denuncias de ciudadanos, organizaciones de la sociedad civil e instituciones 
internacionales. Tal conocimiento era particularmente ineludible para las autoridades superiores que 
contaban con una formación cualificada y medios de información privilegiados.
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Elementos específicos del tipo penal de persecución política

�� “Privación intencional y grave de derechos fundamentales” – Positivo. Se privó de los derechos a la 
vida, integrad personal, y libertades personal y de expresión en términos que contravienen el Derecho 
Internacional (ver análisis de violaciones específicas en capítulo 3). 

�� “Motivos políticos” – Positivo. La violencia se dirigió específicamente contra el grupo de población 
que se estaba oponiendo al gobierno de facto. Las víctimas de las violaciones son personas vinculadas 
a este grupo de oposición, ya sea como activistas (en el caso de varias personas muertas, torturadas y 
funcionarios despedidos), participantes en las manifestaciones, o medios de comunicación. Personas 
con actividades similares de signo opuesto no sufrieron violaciones por parte de agentes del Estado. 
En numerosas ocasiones los agresores expresan en el momento de la agresión su móvil de persecución 
política al tratar a las víctimas como “rebeldes”, “revoltosos”, “vos sos de los derechos humanos, te lle-
vás  jodiéndonos” y otras similares, acompañadas de insultos y uso de violencia. La mayor intensidad 
de las violaciones se produce en torno al 28 de junio y en respuesta a las acciones y movilizaciones más 
destacadas del Presidente Zelaya y sus seguidores (intento aéreo de regreso el 5 de julio, movilización 
de la resistencia hacia la frontera con Nicaragua para recibir al Presidente entre el 22 de julio y el 4 
de agosto, movilización en torno a la Embajada de Brasil donde se encontraba refugiado el Presidente 
tras el 22 de septiembre).

Conclusiones

La información disponible indica que concurren todos los elementos del tipo penal y el conjunto de las viola-
ciones a los derechos humanos cometidas por agentes del Estado en Honduras entre el 28 de junio de 2009 y 
el 27 de enero de 2010 constituyeron un crimen de lesa humanidad de persecución política. 
Los crímenes de lesa humanidad se definieron por la comunidad internacional en 1945 para responder al 
asesinato de millones de civiles por el régimen nazi alemán. Diferentes jurisdicciones internacionales han ha-
llado crímenes de lesa humanidad en las últimas décadas en situaciones de violencia masiva en todo el mundo 
como los conflictos de la antigua Yugoslavia, Ruanda, Sierra Leona, Uganda, Kenya y otras. La situación de 
Honduras es de una gravedad relativamente menor si se comparara con estos precedentes. Aún en un orden 
de gravedad comparativamente menor, las violaciones en Honduras cumplen todos los elementos del tipo 
penal y ameritan la calificación de crimen de lesa humanidad bajo la definición del artículo 7 del Estatuto de 
la Corte Penal Internacional. 
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2.2. Roberto Micheletti Baín
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2.1.3    Memorandum  sobre acciones de la OEA con respecto al golpe de Esta-
do del 28 de junio de 2009 en la República de Hondura��

Memorándum sobre Acciones de la OEA con Respecto al  Golpe de Estado del 28 de Junio de 
2009 en la República de Honduras

I.- ANTES DEL 28 DE JUNIO DE 2009.

1.-  En el año 2008, la Organización de los Estados Americanos prestó asistencia técnica al Tribunal Supremo Elec-
toral (TSE) y envió una Misión de Observación Electoral (MOE) a las elecciones primarias de noviembre de ese 
año. Durante el proceso electoral, la OEA se mantuvo en contacto permanente con el Gobierno y los líderes de 
los distintos partidos políticos a través del Representante de la OEA en Honduras, Jorge Miranda, y el jefe de la 
MOE, Raúl Alconada. Cabe mencionar que debido a retrasos en la totalización de los resultados, el TSE recién dio 
a conocer los resultados oficiales de las primarias en febrero de 2009. 

2.-  En ese contexto, fue posible percibir los primeros signos de alerta sobre la situación en Honduras. Entre ellos se 
encuentran la pronunciada división del Partido Liberal y el controvertido proceso de selección de los magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia. La conflictividad al interno del Partido Liberal se empezó a gestar a fines de 2007, cu-
ando el entonces presidente del Congreso, Roberto Micheletti, fue habilitado por la Corte Suprema de Justicia para 
participar en las elecciones primarias, a pesar de la prohibición establecida en el Artículo 240 de la Constitución 
de que el presidente del Congreso no podía ser candidato a la Presidencia para el período constitucional siguiente 
a aquel para el cual fue elegido. 

3.-  La crisis interna fue en aumento cuando, a mediados de 2008, la precandidatura presidencial del Vicepresidente 
Elvin Santos, principal contrincante de Micheletti, fue inhabilitada por el Tribunal Supremo Electoral y la Corte 
Suprema de Justicia, en base a la prohibición constitucional (Art. 239) de que quien haya ocupado la “titularidad 
del Ejecutivo” no podría postularse a la Presidencia. Pasadas las elecciones primarias y la victoria contundente de 
Elvin Santos, las alianzas al interno del Partido Liberal cambiaron. Santos y Micheletti conformaron una alianza 
para habilitar al primero como el candidato oficial del Partido Liberal a cambio de otorgarle a Micheletti la presi-
dencia del Partido Liberal. Esta alianza se enfrentó al movimiento del Presidente Zelaya, dirigido por la entonces 
presidenta del partido, Patricia Rodas. 

4.-  En diciembre de 2008 las tensiones al interior del Partido Liberal se agudizaron debido a la lucha por espacios de 
poder entre la alianza que ahora se daba  del precandidato presidencial, Elvin Santos y el presidente del Congreso, 
Roberto Micheletti, por un lado, y por otro, la entonces presidenta del Consejo Central Ejecutivo del Partido Lib-
eral, Patricia Rodas, cercana asesora del Presidente Zelaya. Se temía ya entonces que esas divisiones se trasladaran al 
ámbito político nacional y llevaran a un enfrentamiento entre el Ejecutivo y el Legislativo. 

3.-  En enero de 2009, este enfrentamiento tomó forma en torno a la conflictiva selección de los 15 magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia. Se dio una controversia en cuanto a la posibilidad o no de poder reelegir a algunos 
magistrados y al procedimiento de conformación de la lista de 45 candidatos, de la cual el Congreso debía elegir a 
15 magistrados. El enfrentamiento entre el Congreso y el Ejecutivo se hizo evidente y de ahí en adelante la relación 
se fue deteriorando y tensionando gradualmente hasta llegar al golpe de Estado del 28 de junio. La preocupación 
principal de la OEA giraba en torno a la posibilidad de mayor polarización en el país y el agotamiento de espacios 
de diálogo político. 

4.-  La Secretaría General estuvo informada sobre la situación que se generó en torno a la selección de los magistrados de 
la Corte Suprema de Justicia en enero de 2009 a través de su Representante en Honduras, la Secretaría de Asuntos 
Políticos y el jefe de la Misión de Observación Electoral a las primarias de noviembre de 2008, quién viajó con 
frecuencia a Honduras entre noviembre 2008 y febrero de 2009. Durante el período posterior, la OEA mantuvo 
contacto permanente con funcionarios de Gobierno y representantes de los otros Poderes y partidos políticos. 
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5.-  Con ocasión de la preparación del Trigésimo Noveno Período Ordinario de Sesiones de la Asamblea General de la 
OEA, que tuvo lugar del 2 al 4 de junio de 2009 en San Pedro Sula, el Secretario General Adjunto, Albert Ramdin, 
realizó varias visitas preparatorias entre enero y mayo de ese año. La OEA también hizo seguimiento de la situación 
política en Honduras a través de entrevistas con analistas políticos y encuestas de opinión pública. 

6.-  Al mismo tiempo, los servicios de la OEA se preparaban, en pleno acuerdo con el Gobierno y las autoridades 
electorales hondureñas, para realizar la observación de las elecciones generales previstas para el mes de noviembre 
que, al igual que la primaria, serían observadas por la Organización. Para ello viajaron varias veces a Honduras, 
para  entrevistarse con funcionarios del Gobierno, autoridades electorales y autoridades del Congreso Nacional los 
altos funcionarios de la OEA señores Pablo Gutiérrez, director del Departamento de Cooperación y Observación 
Electoral y Raúl Alconada director del Departamento de Sustentabilidad Democrática y Misiones Especiales, quien 
había presidido la Misión de Observación de las elecciones primarias y estaría a cargo de la Misión de Observación 
de las elecciones de Nnviembre. Aunque el clima político era tenso, nada hacía prever que las elecciones no se desar-
rollaran con normalidad.

7.-  Durante la Asamblea General de la OEA, celebrada en San Pedro Sula a comienzos de Junio, todos los asistentes 
pudieron conversar con distintos personeros y embajadores y percibir también, por dichas conversaciones y por 
los contactos con la prensa, el ambiente de tensión que existía y las crecientes críticas a la conducta del gobierno. 
Llamaba especialmente la atención que esas críticas provinieran especialmente de sectores del mismo Partido Lib-
eral, partido de gobierno, y menos de las fuerzas políticas opositoras. Caber hacer notar, sin embargo, que la 
Asamblea General siempre se desarrolla en un medio rodeado de seguridad y que, por lo tanto, los contactos de los 
delegados son limitados a aquellos que tienen acceso al interior de la Asamblea, especialmente algunos dirigentes 
políticos, prensa y dirigentes empresariales. Ningún delegado a la Asamblea ni funcionario hizo llegar, en esos días, 
antecedentes que indicaran la posibilidad de una crisis inminente, aun cuando, reiteramos, se hablaba por algunos 
muy mal del Gobierno, personificando las críticas en el Presidente y en la canciller Patricia Rodas, quien presidió la 
Asamblea. Durante el período de sesiones de la Asamblea no hubo ninguna protesta pública que fuera visible a los 
delegados.

8.-  En el mes de Junio la Canciller Rodas hizo llegar al Secretario General de la OEA una nota solicitando que la OEA 
enviara una Misión para observar la “encuesta popular” que tendría lugar el 28 de junio en Honduras. Esta nota 
fue examinada por el Secretario General y sus colaboradores directos, predominando la idea de que, dado que el 
término “observación” se reserva, en la Carta Democrática Interamericana, a las misiones de Observación Electoral, 
era complicado usar ese término para algo que no era presentado formalmente como un evento electoral o plebisci-
tario, sino como una “encuesta”. Por ello el Secretario General dirigió una nota de respuesta a la Canciller Rodas, 
explicando que no era posible enviar una Misión Electoral. En cambio, el Secretario General ofrecía enviar una 
Misión de Acompañamiento para presenciar el evento del 28 de junio.

9.-  Cabe aquí señalar que no podía haber confusión en cuanto al carácter de las Misiones. Una Misión de Observación 
Electoral implica la presencia de un numeroso contingente de observadores, que se someten a procedimientos pre-
establecidos y se instalan en lugares de votación, examinando en el terreno las actividades previas a la elección, el 
proceso de votación y los procesos de recuento, entregando luego lo que en la práctica es un veredicto acerca de la 
corrección del proceso y sus resultados, a través de un Informe, primero verbal y luego escrito, al Consejo Perman-
ente de la OEA. 

10.-  Por otro lado, la OEA como parte de sus mandatos acompaña en  la región procesos   de distinta naturaleza, técnica 
o política, ya sea a través de misiones o enviados especiales. Este tipo de misiones no legitiman y menos avalan 
estos procesos que son llevados adelante por las Autoridades del país en cuestión. La Misión de Acompañamiento 
(término usado en muchos casos por la OEA para estar presentes en eventos de toda índole, por invitación de las 
autoridades de un país) tiene un número mucho más restringido de personas y se limita a estar presente en el país 
el día o días de un evento e informar acerca de ello al Secretario de la OEA. 

11.-  En este caso, el SG determinó que esta Misión de Acompañamiento tendría un número limitado de tres funciona-
rios y la encabezaría el Secretario de Desarrollo Integral de la OEA, Sr. Alfonso Quiñonez. Dado precisamente el 
carácter no electoral de la encuesta, se decidió que no participaría nadie involucrado en la observación anterior de 
las elecciones primarias, ni destinado a hacerlo en las elecciones de Noviembre
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12.-  El Sr. Raúl Alconada hizo entrega personal de la nota respuesta del Secretario General a la Canciller Roa el día 17 
de Junio y también se reunió, en los días siguientes, con el entonces presidente del Congreso, Roberto Micheletti, 
y con los candidatos presidenciales para informarles sobre la Misión de Acompañamiento, cuya fecha de llegada 
estaba prevista para el 27 de junio. Se informó muy claramente que esta no era una misión de observación, que se 
realizaba precisamente porque no habría misión de observación y para evitar desairar al gobierno. La OEA esperaba 
que la presencia de la Misión de Acompañamiento sirviera como un elemento disuasivo para evitar un escalamiento 
de tensiones y propiciara canales de comunicación y diálogo entre los distintos actores políticos. No obstante, 
aunque la explicación fue aceptada por los candidatos presidenciales, no le fue por el Sr. Micheletti, quien insistió 
en señalar que esta Misión era un respaldo de la OEA a las ilegalidades que se estaban cometiendo. 

13.-  El 25 de junio el Gobierno de Honduras informó al señor Raúl Alconada, que dado que el Tribunal electoral había 
declarado ilegal la encuesta y que fiscales designados por el Fiscal General junto con representantes del TSE procedi-
eron a decomisar el material relativo a la encuesta, depositándolo en las instalaciones de las Fuerzas Armadas, los 
movimientos sociales a favor del Presidente Zelaya habían acordado coordinar la logística para la encuesta del 28 de 
junio. El Presidente ya había solicitado la renuncia al Comandante de las Fuerzas Armadas, quien rehusó presentarla 
y fue respaldado en ello por la Corte Suprema de Justicia.

14.- En vista de lo anterior y de la tensión creciente en Honduras, el Secretario General Insulza decidió cancelar la visita 
de la Misión de Acompañamiento, programada para el 27 de junio e instruyó al Secretario Alfonso Quiñonez de 
cancelar su viaje y el de sus dos acompañantes. Asimismo, el Secretario General solicitó el retorno inmediato a 
Washington del Sr. Alconada y sugirió al Gobierno del Presidente Zelaya que se solicitara a la OEA una Misión de 
Alto Nivel para que, a la brevedad posible, pudiera ir a Honduras para buscar tender puentes de diálogo y evitar 
una crisis que, a estas alturas, se percibía ya como inminente. 

15.-  Es importante aclarar que en la reunión televisada y dirigida por el Presidente Zelaya que se llevó a cabo la noche del 
27 de junio de 2009, en la víspera de la encuesta, no participó ningún representante de la OEA, ni mucho menos 
“observadores” de la OEA ya que como se ha indicado previamente, la OEA no envió en ningún momento una 
Misión de Observación Electoral y la Misión de Acompañamiento no tenía como objetivo “observar” la encuesta 
popular. La cancelación de la Misión de Acompañamiento  fue  informada a los actores relevantes y a los medios de 
comunicación por el Sr. Alconada antes de su salida de Honduras en la mañana del sábado 27 de junio. Reportajes 
en los medios hondureños sobre la supuesta presencia de “observadores” de la OEA en el evento de la noche del 27 
de junio tergiversaron completamente estos hechos, por desconocimiento o como producto del clima exacerbado 
que entonces se vivía.

16.-  El 25 de junio, el Gobierno de Honduras, a través de su representante ante la OEA, solicitó la convocatoria urgente 
del Consejo Permanente para tratar “el riesgo del proceso político institucional democrático y/o el legítimo ejercicio 
del poder en la República de Honduras”. 

17.-  El viernes 26 de junio el Consejo Permanente se reunió en Sesión Especial a pedido del representante de Honduras 
y emitió una resolución (CP/RES.952) para respaldar la democracia y el Estado de Derecho en Honduras; llamar 
a “todos los actores políticos para que sus acciones se enmarquen en el respeto al Estado de Derecho a fin de evitar 
la ruptura del orden constitucional”; e instruir al Secretario General para “constituir una “Comisión Especial que 
visite Honduras con la finalidad de hacer una análisis de los hechos y contribuir a un diálogo nacional amplio, a fin 
de encontrar soluciones democráticas a la situación existente e informar  de sus gestiones al Consejo Permanente”. 
El Secretario General informó de esto inmediatamente al Presidente Zelaya y le sugirió que la Misión viajara a la 
brevedad, respondiendo el Presidente que, dado el que el Sistema de Integración centroamericano se reunía el lunes 
29 de Managua y que el 30 de junio debía viajar a la transmisión del mando en Panamá, el momento más cercano 
para que la Misión viajara a Tegucigalpa era a mediados de la semana siguiente.

18.-  El 27 de junio, el Secretario Insulza sostuvo una reunión con los miembros de la Comisión Especial (los represent-
antes de Canadá, Guatemala, Jamaica y México) así como los representantes de Chile, Estados Unidos y Venezuela 
con el objetivo de discutir la situación en Honduras y preparar la misión. El representante de Bolivia también form-
aba parte de la Comisión pero no estuvo presente en dicha reunión, ya que se encontraba en México. Se decidió 
insistir en la necesidad de viajar lo antes posible, apuntando para ello al carácter de “urgente” que se consignaba en 
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la Resolución del Consejo Permanente. Luego de una nueva conversación telefónica con el Presidente Zelaya, el 
accedió a recibir a la Misión el Lunes 29, luego viajar al SICA y retornar más tarde, mientras la Misión se reunía 
con los demás poderes del Estado y otras autoridades. 

19.- El viaje de la Comisión estaba programado, entonces, para los días el 29 de junio pero debido a los eventos del 28 
de junio, la visita de la Comisión no se llevó a cabo.

II.- DESPUES DEL GOLPE DE ESTADO 

20.- Apenas conocidos los detalles de la situación que se dio en Honduras, el Secretario General, a través de un comu-
nicado de prensa, condenó severamente el golpe que un grupo de militares ejecutó en contra el Gobierno del Presidente 
Zelaya. Exigió que se de a conocer el paradero del Presidente Zelaya y llamó al pueblo hondureño, a los países de las 
Américas y a la comunidad internacional a unirse contra esta grave alteración del proceso democrático. Asimismo, con-
vocó a una reunión urgente del Consejo Permanente para las 11 de la mañana.
 
21.- El Secretario informó al Consejo sobre los resultados de sus contactos con diversas autoridades de la región, entre 
ellos varios Presidentes y ministros de relaciones exteriores. La mayoría de representantes permanentes ante la OEA 
tomaron la palabra para condenar lo ocurrido en Honduras. El Consejo Permanente creó un grupo de trabajo para estu-
diar las diferentes propuestas y eventualmente redactar una resolución de consenso sobre el asunto. El resultado de esas 
discusiones fue la Resolución CP/RES. 953 (1700/09), cuyo parte resolutiva se incluye a continuación:

“RESUELVE:

1. Condenar  enérgicamente el golpe de estado llevado a cabo en la mañana de hoy en contra del Gobierno constitu-
cional de Honduras y la detención arbitraria y expulsión del país del Presidente Constitucional José Manuel Zelaya 
Rosales que produjo una alteración inconstitucional del orden democrático. 

2. Exigir el inmediato, seguro e incondicional retorno del Presidente José Manuel Zelaya Rosales a sus funciones con-
stitucionales. 

3. Declarar que no se reconocerá ningún gobierno que surja de esta ruptura inconstitucional.

4. Encomendar al Secretario General que de manera urgente se haga presente en la reunión del Sistema de la Inte-
gración Centroamericana (SICA) que se realizará en Managua, Nicaragua, y que, de conformidad con el artículo 
20 de la Carta Democrática Interamericana, lleve adelante todas las consultas que sean necesarias con los Estados 
Miembros de la Organización. 

5. Condenar  enérgicamente todo acto de violencia y en especial la detención arbitraria denunciada de la Secretaria de 
Estado de Relaciones Exteriores, Patricia Rodas,  otros miembros del Gabinete de Ministros, así como del Alcalde de 
San Pedro Sula y otras personas afectadas, y exigir que se respete su integridad física y que sean puestos en libertad 
de inmediato.

6. Convocar un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, a celebrarse en la sede de la 
Organización el martes, 30 de junio de 2009, para que ésta adopte las decisiones que estime apropiadas, conforme 
a la Carta de la Organización de los Estados Americanos, el derecho internacional y las disposiciones de la Carta 
Democrática Interamericana.

Encomendar al Secretario General que remita esta resolución al Secretario General de las Naciones Unidas”.

22.- En base a la convocatoria a un período extraordinario de sesiones establecida en la Resolución CP/RES. 953 
(1700/09), la Asamblea General se reunió en la sede de la OEA el martes 30 de junio de 2009, para tratar la situ-
ación de Honduras en ese momento. Conforme a la Carta de la Organización de los Estados Americanos, el dere-
cho internacional y las disposiciones de la Carta Democrática Interamericana, aprobó una resolución (AG/RES. 1 
(XXXVII-E/09), cuya parte resolutiva se incluye a continuación; 
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“RESUELVE:

1) Condenar enérgicamente el golpe de Estado en contra del Gobierno constitucional de Honduras y la detención 
arbitraria y expulsión del país del Presidente Constitucional José Manuel Zelaya Rosales que produjo la alteración 
inconstitucional del orden democrático. 

2) Reafirmar que el Presidente José Manuel Zelaya Rosales es el Presidente constitucional de Honduras y exigir la res-
tauración inmediata, segura  e incondicional del Presidente  a sus funciones constitucionales. 

3) Declarar que no se reconocerá ningún Gobierno que surja de esta ruptura inconstitucional y reafirmar que los rep-
resentantes designados por el Gobierno constitucional y legítimo del Presidente José Manuel Zelaya Rosales son los 
representantes del Estado de Honduras ante la Organización de los Estados Americanos. 

4) Instruir al Secretario General para que, junto a representantes de varios países, realice las gestiones diplomáticas 
dirigidas a restaurar la democracia y el Estado de derecho, y a la restitución del Presidente José Manuel Zelaya Ro-
sales, según lo previsto en el artículo 20 de la Carta Democrática Interamericana, y reportar a la Asamblea General 
Extraordinaria sobre los resultados de las iniciativas. De no prosperar estas iniciativas en un plazo de 72 horas, la 
Asamblea General Extraordinaria aplicará inmediatamente el artículo 21 de la Carta Democrática Interamericana 
para suspender a Honduras.

5) Prorrogar este período extraordinario de sesiones hasta el 4 de julio de 2009.”

23.- La Asamblea General consideró que dada la urgencia de la situación en Honduras, se diera un plazo perentorio 
al gobierno de facto para restituir el orden democrático. La historia de América Latina, en relación a los golpes de 
Estado, demuestra que los golpes de Estado se van consolidando en la medida que pasa el tiempo, lo cual hace más 
difícil restituir el orden democrático. Es por esta razón que la Asamblea General fijó un plazo de 72 horas. 

24.- En cumplimiento del mandato de la Asamblea General, establecido en la Resolución AG/RES. 1(XXXVII-E/09) 
rev. 1, el 3 de julio el Secretario viajó a Honduras, acompañado por el Secretario de Asuntos Políticos, para realizar 
una visita  con el propósito de notificar a los actores políticos sobre la resolución de la Asamblea General y el plazo 
de 72 horas que se dio a las autoridades de facto para restituir al Presidente Zelaya. El Secretario se reunió con Jorge 
Rivera, presidente de la Corte Suprema de Justicia; el Cardenal Oscar Rodríguez; los cinco candidatos presidenciales 
incluyendo a Elvin Santos del Partido Liberal y Porfirio Lobo del Partido Nacional; y miembros de los movimientos 
sociales que apoyaban al Presidente Zelaya. Asimismo, el Secretario sostuvo consultas telefónicas con varios cancil-
leres a fin de continuar la búsqueda de alternativas para resolver el conflicto. El Secretario no se reunió con miembros 
del gobierno de facto por instrucciones de la Asamblea General.

25.- La OEA procedió, en este sentido, conforme a su ordenamiento jurídico y en conformidad a la Carta Democrática 
Interamericana. No se debe olvidar que en el golpe de Estado participaron todas las instituciones del Estado hon-
dureño y varios sectores de la sociedad civil y que de acuerdo a los mismos, lo ocurrido el 28 de junio fue una “suce-
sión constitucional”, no un golpe de Estado. Por tanto, ninguno de estos actores estaba dispuesto a reconocer que 
había sido un golpe ni tenía la voluntad de revertir el mismo. Esta posición dura e intransigente del gobierno de facto 
y los que apoyaron el golpe se manifestó desde un comienzo y se mantuvo en el tiempo. 

26.- Todos los actores estatales con que el Secretario General y su comitiva se reunieron, insistieron, en todo momento, 
en la total irreversibilidad de lo obrado y nunca manifestaron disposición alguna a buscar soluciones institucionales 
distintas. Al contrario, el propio Presidente de la Corte Suprema defendió lo ocurrido, señalando en esa ocasión que 
cuando el Presidente Zelaya había sido sacado del país, el ya no era Presidente, porque la norma constitucional que 
lo destituía obraba de pleno derecho, sin necesidad de que nadie la declara. 

27.- El 4 de julio, el Secretario Insulza informó a la Asamblea General acerca de las consultas realizadas en Honduras. En 
consecuencia y en cumplimiento con el Artículo 21 de la Carta Democrática Interamericana, la Asamblea General 
aprobó la siguiente  resolución (AG/RES. 2 (XXXVII-E/09): 
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“LA ASAMBLEA GENERAL, 

 PROFUNDAMENTE PREOCUPADA por el agravamiento de la crisis actual en la República de Honduras 
como resultado del golpe de Estado en contra del Gobierno constitucional y la detención arbitraria y expulsión del 
país del Presidente Constitucional José Manuel Zelaya Rosales que produjo la alteración inconstitucional del orden 
democrático;

REAFIRMANDO la importancia del respeto irrestricto a los derechos humanos y las libertades fundamentales, 
y el principio de la no intervención en los asuntos internos de otros Estados;

HABIENDO RECIBIDO el informe del Secretario General sobre las gestiones diplomáticas realizadas según 
lo previsto en el artículo 20 de la Carta Democrática Interamericana y dirigidas a restaurar la democracia y el Estado de 
derecho, y a la restitución en su cargo del Presidente José Manuel Zelaya Rosales, y observando que estas gestiones han 
sido infructuosas; 

CONSTATANDO que el régimen surgido del golpe de estado rechazó acatar lo establecido en la resolución 
AG/RES. 1 (XXXVII-E/09) adoptada por el trigésimo séptimo período extraordinario de sesiones de la Asamblea Gen-
eral de la Organización de los Estados Americanos (OEA), el 1 de julio de 2009; y

HABIENDO TENIDO una votación entre los Estados Miembros en los términos del artículo 21 de la Carta 
Democrática Interamericana,

RESUELVE:

1. Suspender al Estado de Honduras del ejercicio de su derecho de participación en la Organización de 
los Estados Americanos de conformidad con el artículo 21 de la Carta Democrática Interamericana. La 
suspensión tendrá efecto inmediatamente.

2. Reafirmar que la República de Honduras deberá continuar observando el cumplimiento de sus obligaciones como 
miembro de la Organización, en particular en materia de derechos humanos e instar a la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos a que continúe adoptando todas las medidas necesarias para la tutela y defensa de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en Honduras. 

3. Encomendar al Secretario General que, junto a representantes de varios países debidamente designados, 
intensifique todas las gestiones diplomáticas y que promueva otras iniciativas para la restauración  de la 
democracia y el Estado de derecho en la República de Honduras y a la restitución del Presidente José 
Manuel Zelaya Rosales de manera que pueda cumplir con el mandato para el cual fue democráticamente 
elegido e informe de inmediato al Consejo Permanente. Ninguna gestión implicará el reconocimiento del 
régimen surgido de esta ruptura del orden constitucional. 

4. Alentar a los Estados Miembros y a las organizaciones internacionales que revisen sus relaciones con 
la República de Honduras durante el período de las gestiones diplomáticas para la restauración  de la 
democracia y el Estado de derecho en la República de Honduras y la restitución del Presidente José 
Manuel Zelaya Rosales.

5. Instruir al Secretario General que remita esta resolución a los demás organismos del Sistema Interamericano 
y al Secretario General de las Naciones Unidas”.

III.- NEGOCIACIONES DURANTE EL GOBIERNO DE FACTO.

28.- Al no poderse restablecer el orden democrático, en julio de 2009 se abrió la negociación impulsada por el Presidente 
Arias y apoyada por la OEA. El lunes 6 de julio, desde San Salvador, el Secretario General de la OEA José Miguel 
Insulza se comunicó telefónicamente con el Presidente Arias, para manifestarle que si él asumía la mediación 
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tendría su total apoyo. El Presidente Arias respondió que asumiría esta tarea en esas condiciones y solicitó al Sec-
retario General la presencia permanente en la mediación de un alto funcionario de la OEA, lo cual se concretó 
de manera inmediata. 

29.- El 7 de julio, el Consejo Permanente otorgó su respaldo total a los esfuerzos de diálogo del Presidente de Costa 
Rica, Oscar Arias. Los miembros del Consejo “manifestaron su esperanza de que la gestión del Presidente Arias, 
realizada con apoyo de la OEA, llegue pronto a un resultado favorable”. Asimismo, el Secretario Insulza designó 
al Representante de la OEA en Uruguay, John Biehl, como Asesor Especial para las gestiones del Presidente Arias. 

30.- El 18 de julio, el Presidente Arias presentó una propuesta de siete puntos a ambas partes proponiendo la restitución 
del Presidente Zelaya, la conformación de un gobierno de unidad, la declaración de una amnistía general, el 
adelantamiento de las elecciones generales, la renuncia a cualquier propuesta de reforma constitucional y la inte-
gración de una comisión de verificación. El Presidente Zelaya aceptó la propuesta, mientras que el gobierno de 
facto presentó una contrapropuesta para la consideración del Presidente Arias. El 20 de julio, la OEA respaldó 
nuevamente las gestiones del Presidente Arias y exigió la restauración del orden constitucional en Honduras. 

31.- El 22 de julio, el Presidente Arias presentó el Acuerdo de San José, el cual, a parte de incluir los siete puntos origi-
nales, proponía la creación de una Comisión de la Verdad, el retorno de los poderes del Estado a su integración 
previa al 28 de junio y un calendario de cumplimiento de los acuerdos, entre otros. El Acuerdo San José esta-
blecía condiciones no punitivas y una propuesta equilibrada que recogía los intereses del Presidente Zelaya y del 
gobierno de facto. Pero aún así,  el gobierno de facto se opuso a dejar el poder. El Acuerdo sólo fue aceptado 
oficialmente por el Presidente Zelaya. 

32.- El 7 de agosto, el Consejo Permanente de la OEA acordó conformar una Comisión de Ministros de Relaciones Exte-
riores para viajar a Honduras con el objetivo de promover el reestablecimiento del orden constitucional, mediante 
la adopción del Acuerdo de San José. 

33.- Del 17 al 21 de agosto, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos realizó una visita a Honduras con el 
objetivo de observar la situación de derechos humanos en el contexto del golpe de Estado del 28 de junio. Du-
rante la visita, la Comisión confirmó la existencia de un patrón de uso desproporcionado de la fuerza pública, 
detenciones arbitrarias, y control de la información dirigido a limitar la participación política de un sector de la 
ciudadanía. Observó que el control de la información se ejercía a través del cierre temporal de algunos medios de 
comunicación, la ocupación militar de los mismos, la prohibición de emitir la señal de ciertos canales de televisión 
por cable que informaban sobre el golpe de Estado, la aplicación selectiva de cortes de energía eléctrica afectando 
la transmisión de medios audiovisuales que informaban sobre el golpe de Estado, y agresiones y amenazas a peri-
odistas de medios con distintas posiciones editoriales.  Por otro lado, la Comisión pudo constatar que la ruptura 
del orden constitucional originada por el golpe de Estado está acompañada de una fuerte presencia militar en 
distintos ámbitos de la vida civil, la suspensión de garantías mediante la implementación de un toque de queda 
que no cumple con los estándares del derecho internacional y la irregularidad en la eficacia de los recursos judicia-
les para salvaguardar los derechos esenciales de las personas. La Comisión emitió un informe preliminar sobre su 
visita y posteriormente un informe titulado “Honduras: derechos humanos y golpe de Estado”, en el que incluyen 
observaciones sobre la situación de derechos humanos y se solicita al gobierno de facto tomar medidas para ga-
rantizar la protección de los mismos.

34.- El 24 y 25 de agosto, la Comisión de Ministros de Relaciones Exteriores de Argentina, Canadá, Costa Rica, Jamaica, 
México, Panamá y República Dominicana y el Secretario General visitó Honduras con el objetivo de escuchar a 
los actores políticos y sociales y promover la aprobación del Acuerdo de San José, para lograr una solución pací-
fica, democrática y respetuosa del orden constitucional de la República de Honduras. La Comisión de la OEA 
se reunió con la familia y el gabinete del Presidente Zelaya; la Junta Directiva del Congreso; los 15 magistrados 
de la Corte Suprema de Justicia; los 3 magistrados del Tribunal Superior Electoral; el Fiscal General; la Iglesia 
Católica; la Confederación de Iglesias Evangélicas de Honduras; los seis candidatos presidenciales; y la Unión 
Cívica Democrática (pro golpe). La Comisión consideró que se lograron avances durante su visita, sin embargo, 
reconoció que aún no existía la disposición para la aceptación plena del Acuerdo por parte del Sr. Micheletti y 
sectores que le eran afines.
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35.- El factor principal que contribuyó a que no se logrará un acuerdo en ese momento fue la falta de voluntad política 
del gobierno de facto para encontrar una solución a la crisis. El Acuerdo San José fue elaborado por el Presidente 
Arias en base a discusiones que sostuvo con ambas partes por separado para recoger sus propuestas y sugerencias. 
El Acuerdo era una propuesta equilibrada que satisfacía las demandas principales de ambas partes y que buscaba, 
principalmente, la restitución del Presidente Zelaya. El 22 de julio, día en que el Presidente Arias presentó el 
Acuerdo a ambas partes, el gobierno de facto, a través de su canciller, Carlos López, señaló que aceptar el regreso 
del Presidente Zelaya constituía una “transgresión” de la ley hondureña. Además, indicó que el Poder Ejecutivo 
no estaba facultado para tomar una decisión al respecto y que por consiguiente, había que someter el Acuerdo de 
San José a la consideración de los otros poderes del Estado para determinar si se continuaba el proceso de diálogo. 
Rixi Moncada, miembro de la comisión del Presidente Zelaya, declaró que el proceso de San José había fracasado 
por la “intransigencia del gobierno golpista”. 

36.- El gobierno de facto nunca tuvo la intención de firmar el Acuerdo San José y recurrió a tácticas dilatorias para evitar 
un posible acuerdo. Con el argumento de respetar la independencia de poderes y promover la participación de 
todos los sectores en la decisión de firmar o no el Acuerdo, el gobierno de facto presentó el Acuerdo a la consid-
eración de la Corte Suprema de Justicia, al Congreso, al Ministerio Público, al Tribunal Superior de Cuentas, al 
Tribunal Supremo Electoral, y al Comisionado Nacional de Derechos Humanos para que cada institución/orga-
nización evaluara el mismo y emitiera una opinión al respecto. El Congreso  emitió un informe sobre el Acuerdo el 
3 de agosto de 2009. Sobre la restitución del Presidente Zelaya, señaló que el mismo debía “ceñirse a lo prescrito” 
por la Constitución y las leyes hondureñas, “así como el respeto y acatamiento de las decisiones jurisdiccionales”. 
La Corte Suprema de Justicia emitió su informe el 21 de agosto. Sobre la restitución del Presidente Zelaya, señala 
que se debía tener en cuenta que existían acciones penales presentadas por la Fiscalía General y que “en conse-
cuencia y en estricta legalidad, mientras no existan otras disposiciones legales aplicables, no puede eludirse que 
tendría que someterse a los procedimientos establecidos en la legislación penal”.  Los informes del Congreso y la 
Corte Suprema de Justicia se interpretaron como un rechazo a la restitución del Presidente Zelaya y por ende, al 
Acuerdo San José.

37.- El regreso sorpresivo a Honduras del Presidente Zelaya el 21 de septiembre cambió la dinámica política y generó 
las condiciones para un nuevo intento de diálogo. El Secretario General designó al Representante de la OEA en 
Uruguay, John Biehl, para propiciar el diálogo entre el Presidente Zelaya y el Sr. Micheletti.  El 21 de septiembre,  
el Consejo Permanente emitió una declaración exigiendo a las autoridades de facto plenas garantías para asegurar 
la vida y la integridad física del Presidente Zelaya. El Consejo exhortó también la firma inmediata del Acuerdo 
de San José y demandó a todos los sectores de la sociedad hondureña a actuar con responsabilidad y prudencia 
evitando actos que pudiesen generar violencia e impedir la reconciliación nacional. Además, el Consejo ratificó 
las gestiones del Secretario General, en el marco de los mandatos de la XXXVII Asamblea General, para facilitar 
el diálogo y el restablecimiento del orden constitucional.

38.- El 27 de septiembre, el Secretario General condenó la decisión del gobierno de facto de impedir el ingreso a Hon-
duras de una comitiva integrada por altos funcionarios de la OEA, cuyo principal objetivo era preparar la visita 
a Tegucigalpa de una Misión de Cancilleres de la OEA. El Secretario señaló que acciones de ese tipo dificultaban 
“seriamente los esfuerzos por promover la tranquilidad social en Honduras y la búsqueda de soluciones al con-
flicto político con base en el diálogo y la reconciliación nacional”. No obstante, el Secretario aseguró que la OEA 
seguiría comprometida con la “búsqueda de una solución pacífica” a la crisis política. En ese marco, se propuso 
un nuevo intento de solución, basado en el Acuerdo de San José, pero resaltando sobre todo la necesidad de un 
diálogo entre las partes en conflicto y un acuerdo entre ellas. Para este fin, el Secretario General de la OEA realizó 
una visita privada a Tegucigalpa, para reunirse con Roberto Micheletti a fin de concretar las condiciones en que 
este nuevo diálogo podía concretarse.  

39.- El 7 y 8 de octubre, la OEA llevó a cabo la segunda Misión de Cancilleres para presenciar la instalación de una mesa 
de diálogo entre representantes del Presidente Zelaya y el Sr. Micheletti. La Misión contó con la participación 
de los Cancilleres de Canadá, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Jamaica y México; el Secretario de 
Estado Adjunto para Asuntos del Hemisferio Occidental de Estados Unidos; los Vicecancilleres de República 
Dominicana y Panamá; los Representantes Permanentes de Argentina y Brasil; el Secretario General de la OEA; 
el Secretario Adjunto para Asuntos Políticos de Naciones Unidas; y el Secretario para Asuntos Iberoamericanos 
de España. La delegación sostuvo reuniones con el Presidente Zelaya, el Sr. Micheletti, y los seis candidatos presi-
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denciales. Además, participó como testigo de honor en la primera sesión formal de diálogo entre las comisiones 
negociadoras del denominado “Diálogo Guaymuras”. A petición de ambas partes, la OEA colaboró con la facilit-
ación y relatoría del mismo. El Asesor Especial del Secretario Insulza, John Biehl, permaneció en Honduras hasta 
el 24 de octubre para apoyar las negociaciones.

40.-  El 14 de octubre el Secretario General informó acerca de los resultados de la Misión en Honduras y el desarrollo de 
la Mesa de Diálogo. En ese momento estaban despachados todos los puntos del Acuerdo de San José, documento 
que se uso como la base del Diálogo Guaymuras, habiéndose aceptado con modificaciones menores, excepto el 
punto 5,  relativo a “retrotraer” la situación al día previo al golpe, con el consiguiente restablecimiento del Presi-
dente Zelaya en su cargo.

41.- El Secretario General también informó acerca de la difícil situación del Presidente Zelaya en la Embajada de Brasil, 
la cual fue victima de un verdadero sitio, con acciones permanentes de hostigamiento. El 21 de octubre el Consejo 
Permanente exigió el cese de toda acción hostil hacia la Embajada de Brasil, lo cual se logró en los próximos días, 
aunque las restricciones de acceso y salida se mantuvieron.

42.- El 29 de octubre, con  la mediación de la OEA, representada por el Secretario de Asuntos Políticos, Víctor Rico y 
el apoyo de representantes del Gobierno de Estados Unidos, se logró destrabar el diálogo que se había estancado 
debido a diferencias en torno al punto toral del mismo, la restitución del Presidente Zelaya. Las comisiones nego-
ciadoras finalmente acordaron una redacción del Punto 5 que textualmente señala: 

“Para lograr la reconciliación y fortalecer la democracia,  en el espíritu de los temas de la propuesta del Acuerdo de 
San José, ambas comisiones negociadoras hemos decidido, respetuosamente, que el Congreso Nacional, como 
una expresión institucional de la soberanía popular, en uso de sus facultades, en consulta con las instancias que 
considere pertinentes como la Corte Suprema de Justicia y conforme a ley, resuelva en lo procedente en  respecto 
a “retrotraer la titularidad del Poder Ejecutivo a su estado previo al 28 de junio hasta la conclusión del actual 
periodo gubernamental, el 27 de enero de 2010”.  La decisión que adopte el Congreso Nacional deberá sentar las 
bases para alcanzar la paz social, la tranquilidad política y gobernabilidad democrática que la sociedad demanda 
y el país necesita”.

43.- El 30 de octubre, se firmó oficialmente el “Acuerdo Tegucigalpa/San José” y ese mismo día las comisiones negocia-
doras hicieron entrega oficial del mismo al Congreso para su consideración. Además de remitir la decisión al Con-
greso, el Acuerdo establecía la conformación de un gobierno de unidad y reconciliación nacional, la renuncia a 
convocar una Asamblea Constituyente o reformar la Constitución, la normalización de la relaciones de Honduras 
con la comunidad internacional y la conformación de una Comisión de Verificación, integrada por dos miembros 
internacionales y dos hondureños.

El mismo día, el Secretario General informó al Consejo Permanente acerca del Acuerdo, señalando que esperaba consti-
tuir la Comisión de Verificación a la brevedad y recordando que, de cumplirse los acuerdos, era necesario realizar 
una Asamblea Extraordinaria para terminar con la suspensión de Honduras, requisito indispensable para observar 
las elecciones. Al mismo tiempo, informó al Consejo que, sin perjuicio de lo anterior, iniciaría las labores previas 
de una Misión de Observación, para tenerla preparada en caso de que los acuerdos se cumplieran de manera 
exitosa.

44.- El Acuerdo asignaba a la OEA la coordinación de la Comisión de Verificación. En cumplimiento del mismo, el 
Secretario General designó al  Presidente Ricardo Lagos y a la Secretaria de Trabajo de EE.UU., Hilda Solis, como 
los dos delegados internacionales y como coordinadores ejecutivos nombró a Octavio Bordón y a Enrique Correa. 
A su vez, el Presidente Zelaya nombró a Jorge Arturo Reina como su delegado y el Sr. Micheletti designó a Arturo 
Corrales. La Comisión se instaló oficialmente el 3 de noviembre con la presencia de los representantes de las partes 
y el Secretario de Asuntos Políticos de la OEA, Víctor Rico.

45.- Según el calendario de cumplimiento del Acuerdo, hasta el 5 de noviembre debía conformarse un gobierno de uni-
dad y reconciliación nacional. El 3 y 4 de noviembre, la Comisión sostuvo reuniones con las partes y otros actores 
políticos e institucionales. Sin embargo, el mismo día 3 y estando aún en Honduras la Comisión de Verificación,  
el Sr. Micheletti hizo el intento de conformar un gabinete de unidad de manera unilateral, contradiciendo el 
espíritu y la letra del Acuerdo. Por otro lado, ante esta acción del gobierno de facto, el Presidente Zelaya declaró 
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que la violación del Acuerdo invalidaba el mismo.

46.-  El 10 de noviembre, en una sesión extraordinaria del Consejo Permanente, el Secretario General Insulza afirmó 
que la decisión de la OEA respecto a la observación electoral no podría ni siquiera considerarse, ya que “desde 
el punto de vista político no existía ninguna condición para enviar una misión electoral a Honduras”. Dada esta 
coyuntura, la OEA centró sus esfuerzos en mantener el diálogo con ambas partes a fin de lograr la restauración de 
la democracia y el Estado de Derecho, y la restitución del Presidente Zelaya. Para ello mantuvo en Honduras una 
delegación de alto nivel, encabezada por los Sres. José Octavio Bordón y Enrique Correa, como representantes de 
Secretario General y apoyada por  funcionarios de la Secretaría de Asuntos Políticos. 

47.-  El 17 de noviembre, el Congreso Nacional fijó el 2 de diciembre como la fecha para decidir sobre la restitución del 
Presidente Zelaya. Por su parte, el 19 de noviembre, el Sr. Micheletti anunció que se ausentaría  de la Presidencia 
del 25 de noviembre al 2 de diciembre, con el propósito de brindarle legitimidad a las elecciones generales del 29 
de noviembre. La Misión de la OEA siguió llevando a cabo gestiones con el fin de lograr que se constituyera el 
Gabinete de Unidad Nacional y se diera cumplimiento al Acuerdo Tegucigalpa/San José.

48.-  Las elecciones se efectuaron el 29 de noviembre sin observadores de la OEA ni Naciones Unidas ni de la Unión 
Europea. En estas condiciones, para la OEA no fue posible entregar una opinión acerca de esta elección, que 
se produjo en circunstancias muy especiales, con estado de emergencia proclamado por el Gobierno de facto y 
estando pendiente el cumplimiento de los compromisos del Acuerdo Tegucigalpa/San José. De acuerdo al Tribu-
nal Supremo Electoral, la participación alcanzó el 50% y resultó ganador el candidato presidencial del Partido 
Nacional, Porfirio Lobo, con 53% del voto; el candidato de Partido Liberal, Elvin Santos, obtuvo el 35%.  En el 
Congreso, el Partido Nacional obtuvo 71 diputados (55 en la anterior legislatura) mientas que el Partido Liberal 
sacó 45 (62 en la anterior). Los otros 13 diputados se dividieron entre los tres partidos minoritarios: Partido In-
novación y Unidad (3); Partido Unificación Democrática (4); y Democracia Cristiana (5).

49.-  El 2 de diciembre tuvo lugar la sesión del Congreso para decidir acerca de la restitución del Presidente Zelaya. 
Si bien existían pronósticos previos acerca de la posibilidad de que el Congreso, con posterioridad a la elección, 
permitiera generar un proceso efectivo de reconciliación anulando su decisión del 28 de junio, esa posibilidad se 
disipó ya antes de la sesión. Todos los poderes que habían concurrido al golpe de estado se limitaron a repetir su 
decisión anterior, tanto en los informes solicitados por el Congreso como en la sesión misma. Un total de 114 
diputados votó en contra de la restitución y 14 votaron a favor.

50.-  El 4 de diciembre, el Consejo Permanente sostuvo una sesión extraordinaria para analizar las elecciones del 29 de 
noviembre y la sesión del Congreso del 2 de diciembre. A pesar de las diferencias que en ese momento existían 
entre los países representados en el Consejo acerca del reconocimiento del nuevo gobierno, se mantuvieron con-
sensos básicos entre los Estados miembros. Entre estos destacan el hecho de que todos los miembros de la OEA 
consideraron que lo ocurrido el 28 de junio fue un golpe de Estado que interrumpió el proceso democrático y que 
ningún Estado del hemisferio ni del mundo reconoció al gobierno de Roberto Micheletti. 

51.-  El 15 de diciembre, el Secretario General reafirmó su apoyo al Acuerdo de Tegucigalpa-San José para la solución 
de la crisis política en Honduras y reconoció  la independencia política del presidente electo, Porfirio Lobo Sosa. 
Además, el Secretario General apoyó las gestiones para solucionar la situación del  Presidente Zelaya, permitiendo 
su salida sin condiciones de la Embajada de Brasil, y para restablecer la vigencia de los derechos humanos y lib-
ertades públicas, lo cual “permitiría que el nuevo Presidente asuma su cargo con un mayor reconocimiento de 
parte de la comunidad internacional”.

IV.- DURANTE EL NUEVO GOBIERNO

52.- El 20 de enero de 2010, bajo el auspicio del Presidente de la República Dominicana, Leonel Fernández, el Presidente 
electo de Honduras, Porfirio Lobo Sosa, firmó el “Acuerdo para la Reconciliación Nacional y el Fortalecimiento 
de la Democracia en Honduras”1 que contemplaba la conformación de un Gobierno de Unidad y Reconciliación 

1 Los Testigos de Honor de la firma del Acuerdo fueron: Elvin Santos, ex candidato presidencial por el Partido Liberal; Felicito Avila, ex candidato presidencial por 
el Partido Demócrata Cristiano; César Ham, actual diputado y ex candidato presidencial por el Partido Unificación Democrática; Ricardo Alvarez, alcalde de Tegu-
cigalpa y presidente del Partido Nacional; y Mario Canahuati, ex precandidato en las elecciones primarias del Partido Nacional y próximo Canciller de Honduras.
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Nacional; el otorgamiento de un salvoconducto al Presidente Manuel Zelaya y a sus familiares para salir a la 
República Dominicana el 27 de enero en calidad de huéspedes; y la normalización de las relaciones de Honduras 
con la comunidad internacional a través de la reactivación de proyectos de cooperación.

53.-  El 27 de enero, el Sr. Lobo fue juramentado como Presidente de Honduras. Ese día, el Congreso 
aprobó una ley de amnistía por delitos políticos para los involucrados en los sucesos del 28 de 
junio. La ley fue firmada por el Presidente durante la ceremonia de toma de posesión. También 
anunció la inclusión de partidos de la oposición en su gabinete como una manera de promover 
la reconciliación nacional en conformidad con el Acuerdo firmado el 20 de enero. De los 18 
ministros del gabinete, dos pertenecen al Partido Liberal, dos al Partido Demócrata Cristiano, 
y uno cada uno para el Partido Unificación Democrática y el Partido de Innovación Nacional 
y Unidad (PINU). 

54.-  El mismo día, el Presidente Manuel Zelaya recibió un salvoconducto para salir de Hondu-
ras para la República Dominicana, donde él y su familia son invitados del Presidente Leonel 
Fernández. 

55.-  En febrero, el Presidente Lobo pidió a la OEA apoyo político y asistencia técnica para establ-
ecer la Comisión de la Verdad, establecida en el Acuerdo de Tegucigalpa-San José. El Presidente 
Lobo también designó al ex vicepresidente de Guatemala Eduardo Stein como coordinador 
de la Comisión. El Secretario de Asuntos Políticos de la OEA, Víctor Rico, participó en las 
conversaciones iniciales con el Presidente Lobo y el Sr. Stein para definir los objetivos de la 
Comisión, su composición y mandato. La OEA también proporcionó los fondos iniciales y 
asistencia técnica. 

56.-  El 4 de mayo, la Comisión de Verdad y la Reconciliación se instaló formalmente en una cer-
emonia en la que los comisionados fueron juramentados. Entre los invitados internacionales 
figuraban el Secretario General de la OEA, José Miguel Insulza; el Vicepresidente de Panamá, 
Juan Carlos Varela; el Secretario para Asuntos Iberoamericanos de España, Juan Pablo de la 
Iglesia; y el Secretario de Asuntos Políticos de la OEA, Víctor Rico. A pesar de haber sido invi-
tados, los miembros del Frente Nacional de Resistencia contra el Golpe de Estado (“Resisten-
cia”) y los negociadores del ex presidente Zelaya no asistieron a la ceremonia de instalación. 

57.-  Durante la visita a Honduras del 3 y 4 de mayo, el Secretario General Insulza se reunió con los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia y la Junta Directiva del Congreso para discutir la 
situación política y las perspectivas para la reintegración de Honduras ante la OEA. También se 
reunió con la entonces Comisionada Presidencial para los Derechos Humanos, Ana Pineda, y 
la Fiscal de Derechos Humanos, Sandra Ponce, para discutir la situación de derechos humanos 
y la visita de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos a Honduras. 

58.-  En junio de 2010, en el marco del cuadragésimo período de sesiones, la Asamblea General de la 
OEA instruyó al Secretario General conformar una Comisión de Alto Nivel para analizar  la evolución de la 
situación política en Honduras y presentar sus recomendaciones a la misma antes del 30 de julio. 

59.-  Una vez instalada la Comisión, el Secretario General, acompañado por el Secretario para Asuntos Políticos, sostu-
vo consultas con el ex Presidente Zelaya en República Dominicana y con el Presidente Lobo en Miami. Asimismo, 
la Comisión sostuvo recibió en varias ocasiones al representante del Gobierno de Honduras, Arturo Corrales, y al 
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representante del ex Presidente Zelaya, Rodolfo Pastor. En esas reuniones se establecieron los puntos principales 
que permitirían la resolución de la crisis política en Honduras y la reintegración de la misma a la OEA.

60.-  En cumplimiento del mandato, la Comisión de Alto Nivel entregó un informe a la Asamblea General sobre la 
situación de Honduras el 29 de julio. Entre sus  conclusiones y recomendaciones, la Comisión estima conveniente 
poner fin a los juicios iniciados durante el régimen de facto en contra del ex Presidente Zelaya y sus colaboradores, 
conforme a la legislación de Honduras;  recomienda que el ex Presidente solicitara a la Junta Directiva del PAR-
LACEN su incorporación al mismo; reconoce la necesidad de acciones concretas de cumplimiento de recomenda-
ciones de la CIDH; toma nota con satisfacción de la disposición de la Comisión de la Verdad  y la Reconciliación 
para examinar los temas de violaciones a los derechos humanos en el contexto del golpe de Estado; y toma nota 
de la disposición favorable del Presidente Lobo para  convocar a un diálogo nacional entre  todos los  sectores 
políticos, en el cual se discutan los temas de interés de todas las partes, con el objetivo de lograr la reconciliación 
de la sociedad hondureña.

61.-  En los meses siguientes, el Secretario General de la OEA ha señalado numerosas veces la conveniencia del retorno 
de Honduras a la OEA, argumentando principalmente que el Presidente Lobo ha hecho todo lo posible, dentro 
de las difíciles circunstancias políticas de su país para alcanzar la reconciliación interna y reinsertar a su país en 
la comunidad internacional. Ha señalado también que el fin de la suspensión favorecería el fortalecimiento de la 
democracia y los derechos humanos en ese país y que, en cambio, una suspensión prolongada perjudica principal-
mente al pueblo hondureño, sin producir efectos en los sectores más duros, que sólo se fortalecen con ella. 

62.-  Recientemente se han producido tres hechos que han dado un impulso nuevo a las gestiones para el retorno de 
Honduras a la OEA. En primer lugar, la aprobación de una reforma constitucional (Art. 5) que permite realizar 
referéndums sobre reformas constitucionales,  lo cual cumple una sentida aspiración de Zelaya y sus partidarios y 
abre paso a una forma democrática de resolver las diferencias de fondo. Segundo, la decisión de los tribunales hon-
dureños de anular los juicios pendientes contra el ex presidente, cumplen al pie de la letra con lo que la Comisión 
de Alto Nivel de la OEA consideró el año pasado como el principal obstáculo a la normalización. Y tercero, la 
gestión de los Presidentes de Colombia y Venezuela, que incluye aspectos no considerados por la Comisión de 
Alto Nivel por estar fuera de su mandato, parece haber sido bien acogida por ambas partes y podría desbloquear 
definitivamente el acuerdo en la OEA

61.-  El 2 de mayo, el Secretario General expresó su complacencia por la anulación de los juicios en contra del ex 
Presidente Zelaya y afirmó que se habría cumplido la principal condición para el regreso de Honduras a la OEA. 
Informó que iniciaría  consultas con los Estados miembros sobre la posibilidad de convocar una Asamblea General 
extraordinaria para tratar el tema.

 El 10 de mayo, el Secretario reiteró que las condiciones estarían dadas para el reingreso de Honduras y que espe-
raba que los Estados miembros tomaran una decisión antes de la Asamblea General en El Salvador, a realizarse del 
5 al 7 de junio.

V.- ALGUNAS CONCLUSIONES 

62.-  Los Estados Miembros de la OEA asumieron una posición unánime en defensa de la democracia en Honduras 
frente a un golpe de Estado. Esta condena fue replicada y seguida por el resto de la comunidad internacional, 
incluyendo las Naciones Unidas, la Unión Europea, SICA, ALBA, CARICOM, el Grupo de Río, entre otros. En 
virtud de ese posicionamiento, ningún gobierno del mundo reconoció al gobierno de facto de Roberto Micheletti. 

63.-  La OEA no tiene capacidad coercitiva, por tanto sus acciones se centran en el diálogo y la diplomacia como in-
strumentos para resolver crisis políticas en la región. En el caso de Honduras, la OEA agotó y extremó todas las 
instancias y espacios de diálogo posibles para resolver la situación en Honduras y lograr la restitución del Presi-
dente Zelaya. No se logró revertir el golpe debido al empecinamiento del Sr. Micheletti y los otros poderes del 
Estado por perpetuar una situación claramente contraria a la democracia y condenada por todo el mundo. 
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64.-  Hubo completa coordinación con los Estados Miembros, los Observadores Permanentes, con el Departamento 
de Asuntos Políticos de Naciones Unidas y con los países de la Unión Europea. El Secretario General mantuvo 
un diálogo permanente con organizaciones subregionales como SICA, CARICOM y UNASUR. El consenso se 
expresó principalmente ne los siguientes puntos

 El Sistema Interamericano no está dispuesto a que existan rupturas del orden constitucional y democrático en el 
Hemisferio.

 A pesar de las diferencias que pudieron haber en cuanto a la interpretación y lectura específicas en determinados 
procesos políticos de los Estados Miembros, no hubo diferencia alguna frente a la defensa de la democracia en 
Honduras.

 No se puede descartar la posibilidad de que nuevamente algún actor político en el Hemisferio opte por dar un 
golpe de Estado por considerar que esto constituye la mejor forma de resolver una crisis político-institucional.

65.-  La Carta Democrática Interamericana es un instrumento útil que sirvió para enfrentar la crisis ocasionada por el 
golpe de Estado del 28 de junio y defender la democracia en Honduras. Las acciones de la OEA se enmarcaron y 
fueron guiadas por las disposiciones de los Artículos 20 y 21 de la misma. La Organización hizo lo que tenía que 
hacer con los instrumentos que tenía a su disposición para evitar la consolidación del golpe de Estado y lograr la 
restauración del orden democrático. 

66.-  Pero también el caso de Honduras deja algunas lecciones que ciertamente pueden ayudar a que en el marco de 
los órganos políticos de la Organización se consideren medidas para su perfeccionamiento. El Secretario General 
considera que la crisis en Honduras planteó nuevamente la necesidad de analizar algunas de las limitaciones 
principales en la CDI, mismas que se mencionan en el informe del Secretario General de 2007. En un informe 
presentado al Consejo Permanente en mayo de ese año, el Secretario señaló que existían tres temas que son objeto 
de controversia y que valdría la pena mirar con cuidado. El primero es la carencia de precisión en los criterios 
para definir cuándo y en qué medida se han alterado las instituciones democráticas de un país, cuando la OEA se 
enfrenta a una situación de alteración o de interrupción inconstitucional del orden democrático. El segundo es la 
tensión entre el principio de no intervención y la posibilidad de proteger la democracia mediante mecanismos col-
ectivos. El tercero tiene que ver con los problemas de acceso para aquellos que quieren recurrir a la Carta cuando 
consideran que la institucionalidad democrática se encuentra amenazada o ha sido vulnerada. En la actualidad, 
bajo la Carta Democrática, sólo el Ejecutivo  puede invocarla pero excluye a otros poderes como el Legislativo o 
la sociedad civil. 
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2.2
Proyecto de consulta o encuesta popular

�
2.2.1.  Decreto ejecutivo PCM-05-2009
2.2.2.  Decreto ejecutivo PCM-019-2009
2.2.3.  Decreto ejecutivo PCM-020-2009
2.2.4.  Sentencia interlocutoria del Juzgado de Letras de lo Contencioso Administra-

tivo sobre la cuestión incidental de suspensión del acto impugnado en la de-
manda ordinaria contra el decreto ejecutivo PCM-05-2009 (consulta popular)

 2.2.5.  Sentencia aclaratoria del Juzgado de Letras de lo Contencioso Administrativo 
sobre la cuestión incidental de suspensión del acto impugnado en la demanda 
ordinaria contra los decretos ejecutivos PCM-05-2009 y PCM-020-2009 (con-
sulta y encuesta popular)

2.2.6.  Opinión de la Auditoría Jurídica Militar del 27 de abril de 2009 sobre la po-
sible participación de las FF.AA. en la cuarta urna

2.2.7.  Opinión de la Auditoría Jurídica Militar del 1 de junio de 2009 sobre la posible 
participación de las FF.AA. en la encuesta de opinión popular

2.2.8.  Opinión de la Auditoría Jurídica Militar del 4 de junio de  2009 sobre la po-
sible participación de las FF.AA. en la encuesta de opinión popular

2.2.9.  Resolución del Juzgado de Letras de lo Contencioso Administrativo en el que 
ordena a las FF.AA. el inmediato decomiso e incineración del material para la 
encuesta popular

2.2.10. Circular SGRH-018-2009-prohibición a los empleados de dicha Secretaría de 
participar en la encuesta nacional

2.2.11. Informe del comandante Luis Javier Prince sobre los hechos ocurridos en la 
Fuerza Aérea el 25 de junio de 2009  

2.2.12. Declaratoria de ilegalidad de la encuesta popular por parte del TSE, orden de 
denunciar los hechos y acta especial de comiso de material electoral
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Sentencia Interlocutoria
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Sentencia Aclaratoria
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Primera Opinión Auditoría Jurídica Militar
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Segunda Opinión Auditoría Jurídica Militar
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Tercera Opinión Auditoría Jurídica Militar
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Resolución decomiso e incineración

de material electoral
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Informe sobre hechos en la Fuerza Aérea
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